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Sin embargo, pasando por alto el desatino del libelista, lo cierto es que no advierte la Sala que los amparos se puedan abrir paso, ya que uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, a la luz de lo decantado por la jurisprudencia constitucional, como podría leerse en las  sentencias antes mencionadas (T-022 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, que refieren la C-590 de 2005), consiste en que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional. 

Mas, este no pasa de ser uno de los múltiples casos en los que el señor JEAI se empecina en inundar a la judicatura de peticiones que solo contribuyen a entorpecer el normal funcionamiento de un servicio público esencial que, en teoría, debe dispensarse por igual a todos los asociados, pero que en algunas regiones del país se ha visto enlodado por los miles de acciones de estirpe similar a la de ahora que, basta ver las estadísticas, fracasan día a día, en su gran mayoría.

Y se afirma que el asunto carece de relevancia constitucional, por cuanto si todo se reduce a la aflicción que le causa la denominación que de sus memoriales hizo la secretaria del Juzgado encartado, el mismo demandante tiene expedito el camino para acudir ante las autoridades que estime competentes, con el fin de que se tomen las medidas disciplinarias del caso. 

Pero, más que eso, sucede que una “tira” (tirilla dice el juzgado) es, a términos de la RAE, en una de sus acepciones, “Un pedazo largo y angosto de tela, papel, cuero u otra cosa delgada”. Ni más ni menos, es lo que pasa con el ahora accionante, que en pequeños recortes de papel, largos, angostos y delgados (tiras), acostumbra presentar sus memoriales antes los diferentes despachos judiciales. Así que el calificativo que se les da, es el que les corresponde dentro de la semántica. Con lo cual, ninguna alteración de su dignidad personal puede presentarse, si a lo que presenta, se le llama por la nominación que en la lingüística le corresponde.
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Acta N° 252 de julio 13 de 2018
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a las que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, incoa estas acciones de envergadura constitucional contra el despacho judicial en cita, por la presunta violación de los derechos que enuncia como “13, 29, 83 CN, Carta Iberoamericana de Usuarios de Justicia, Carta digna del usuario de Justicia entre otros”. 

Narra en sus escritos que actúa en las acciones populares “2018-443, 2018-445, 2018-447, 2018-450, 2018-452, 2018-454, 2018-455, 2018-458, 2018-460, 2018-464” donde el Juez llama “tirillas de papel” a sus recursos o sus memoriales, afectando su ánimo como usuario de la administración de justicia, vulnerando sus derechos humanos, entre ellos, su dignidad.

Como consecuencia de ello, pide en todas las acciones de tutela, (i) que se le ordene al Juez abstenerse de llamar tirillas de papel a sus memoriales; (ii) se disponga investigar disciplinariamente al funcionario; y (iii) se le conmine a consignar todos los radicados de tutela que en su contra han prosperado en acciones populares, para demostrar, con ello su abuso sistemático.

Se ordenó dar trámite a las acciones de tutela con las citadas vinculaciones y la orden al juzgado encartado para que remitiera las copias procesales que estimara pertinentes para la resolución de la presente.
El Juzgado accionado remitió las copias solicitadas y dio cuenta de las demandas a las que hizo alusión el libelista (f. 26)

La Procuraduría regional de Risaralda, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos. 
CONSIDERACIONES
Se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En esta ocasión, el señor Arias Idárraga acude a esta especial senda constitucional, en razón de que el Juez llama tirillas de papel a unos memoriales que presentó en las acciones populares a las que hizo referencia en cada uno de sus escritos, situación que a su juicio, transgrede sus derechos fundamentales. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Preliminarmente y sin perder de vista el anterior derrotero, halla que el señor Arias Idárraga carece de legitimidad en la causa en lo que respecta en las solicitudes contenidas en la acción de tutela con radicado 2018-00482-00 que corresponde a la acción popular 2018-00445-00, porque tal como informó la secretaria del juzgado encartado, en ese proceso no integra la litis  y en la acción de tutela ni siquiera insinuó actuar como agente oficioso o apoderado judicial de quien la promovió. Por ello, ese amparo, de entrada, se anuncia improcedente.  

  



Es relevante, además, que la denuncia del actor se aleja de la realidad, en la medida en que de los anexos remitidos por el juzgado encartado (CD . 25), claramente se observa que no es el funcionario el que llama tirillas de papel a sus memoriales, dicha denominación aparece en las constancias secretariales por medio de las cuales la empleada encargada pasa los escritos al despacho del titular del juzgado para que sean resueltos.





Solo esa situación sería suficiente para despachar desfavorablemente los amparos; así se afirma, porque si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es diferente a lo que realmente aconteció en los procesos que mencionó en sus escritos; de manera que las quejas obedecen a situaciones que no han ocurrido, según viene de precisarse, por lo que tendrían que denegarse los amparos.




Sin embargo, pasando por alto el desatino del libelista, lo cierto es que no advierte la Sala que los amparos se puedan abrir paso, ya que uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, a la luz de lo decantado por la jurisprudencia constitucional, como podría leerse en las  sentencias antes mencionadas (T-022 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, que refieren la C-590 de 2005), consiste en que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional. 

   



Mas, este no pasa de ser uno de los múltiples casos en los que el señor Arias Idárraga se empecina en inundar a la judicatura de peticiones que solo contribuyen a entorpecer el normal funcionamiento de un servicio público esencial que, en teoría, debe dispensarse por igual a todos los asociados, pero que en algunas regiones del país se ha visto enlodado por los miles de acciones de estirpe similar a la de ahora que, basta ver las estadísticas, fracasan día a día, en su gran mayoría.

  



Y se afirma que el asunto carece de relevancia constitucional, por cuanto si todo se reduce a la aflicción que le causa la denominación que de sus memoriales hizo la secretaria del Juzgado encartado, el mismo demandante tiene expedito el camino para acudir ante las autoridades que estime competentes, con el fin de que se tomen las medidas disciplinarias del caso. 
  



Pero, más que eso, sucede que una “tira” (tirilla dice el juzgado) es, a términos de la RAE, en una de sus acepciones, “Un pedazo largo y angosto de tela, papel, cuero u otra cosa delgada”. Ni más ni menos, es lo que pasa con el ahora accionante, que en pequeños recortes de papel, largos, angostos y delgados (tiras), acostumbra presentar sus memoriales antes los diferentes despachos judiciales. Así que el calificativo que se les da, es el que les corresponde dentro de la semántica. Con lo cual, ninguna alteración de su dignidad personal puede presentarse, si a lo que presenta, se le llama por la nominación que en la lingüística le corresponde. 




Improcedentes también se tornan las pretensiones de que se investigue disciplinariamente al operador judicial, por cuanto dicha facultad desborda las competencias de esta colegiatura y está en cabeza del actor la posibilidad de acudir ante la autoridad que estime competente; así como aquella de que se ordene al tutelado consignar todos los radicados de tutela que en su contra han prosperado en acciones populares, habida consideración de que esa solicitud no ha sido formulada primeramente ante el juez de la causa, que es donde debe ventilarse la cuestión. 





Sin que haya lugar a adicionales consideraciones, se declarará la improcedencia anunciada y se absolverá a los demás citados, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira
 



Se absuelve a los demás citados al trámite. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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